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			¿POR QUÉ ESCRIBO ESTE LIBRO? 




			



			 






			Yo diría que la Justicia se ha detenido en España para dibujar caricaturas. Venimos presenciando, entre el espanto y la hilaridad, cómo la responsabilidad política se diluye en una maraña de variados procesos judiciales. Nadie piensa ya que la Justicia española alargue su influencia sobre todos los ciudadanos por igual.  




			Unos ciento noventa días duró mi instrucción del caso Blesa. Nunca antes en la historia judicial española tan corto espacio procesal ha dado tanto que hablar. En ese breve período de encausamiento, un grupo de gestores financieros quedaron acotados por cientos de alertas, indicios y evidencias criminales. Pero si los procesos se escriben mediante diligencias y resoluciones judiciales, ¿cuál es, entonces, el sentido de este libro? 




			Cuando se me apartó de mi cargo en el Juzgado de Instrucción número 9 de Madrid se truncaron por completo los casos Blesa y Banco de Miami. No en vano, desde que me apartaron del cargo a finales de julio de 2013 hasta el día de hoy, ni una sola diligencia ha impulsado su tramitación. ¿Qué alcance presentan estas circunstancias?  




			Escribo este libro al dictado de mi responsabilidad. Las numerosísimas falsedades y manipulaciones vertidas lo exigen. Las españolas y los españoles tienen derecho a saber por qué ya no somos una potencia económica emergente y nos hemos convertido en un país en decadencia, abocado a una lenta y progresiva degeneración.  




			La gestión de algunas entidades financieras, en el sector de las cajas de ahorros, nos ha llevado de cabeza a un rescate bancario de consecuencias impredecibles. Varias generaciones pueden quedar comprometidas y peligra nuestro Estado de bienestar. Esta obra narra el conjunto de circunstancias que impiden el desarrollo de ese relato en el campo judicial. En la mente de algunos personajes ilustres, las ideas de arbitrariedad, expolio e impunidad se hallan indisolublemente ligadas. Frente a este acantilado corrupto, nuestra Justicia naufraga una y otra vez. Los procesos judiciales son cubitos de hielo arrojados al Caribe del nepotismo, el derroche y los paradisiacos reinos del blanqueo. Al pie de la escalera que conduce a la justicia existen guardianes depravados que paralizan los procesos, apartan a los jueces y desmoralizan a los ciudadanos. Nadie viste ya de luto, pero ha recuperado su sentido acudir a los juzgados ataviado de negro. Un juez puede instruir una causa penal de forma impecable y, sin embargo, quizá le expedienten, le aparten de su cargo y le sometan a las incriminaciones más absurdas. Deambular por la justicia española es divagar por tierras extrañas, y aunque vociferes, nadie te escuchará. Al menos nadie en el aparato judicial, porque la ciudadanía sí parece dispuesta a entonar un cántico de exigencia e indignación. 




			Escribo este libro para que los ciudadanos contemplen los afilados acantilados, las corrientes procelosas y la catadura de los manipuladores que, día tras día, adulteran nuestros juzgados, convirtiéndolos en un confeti de estériles imputaciones a personajes ilustres. 




			No he escrito este libro solo. De manera continua he notado el aliento ciudadano. También me han guiado el influjo de mi responsabilidad y la sensación de estar describiendo, más que nunca, las bocacalles y atolladeros que nos desvían de la verdad, entendida como el plato que debe servirse frío a los corruptores y sus títeres. 




			Esta obra continúa un relato que nunca debió truncarse en los juzgados. Y terminará cuando la ciudadanía sepa que, cuando un país se acuesta próspero y se levanta hundido, la pesadilla no acaba hasta que el mal sueño se narra por completo, señalando a sus causantes. 




			



			 






			Madrid, 17 de diciembre de 2013 
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			DE CÓMO UN EXBANQUERO  




			INGRESA EN PRISIÓN 




			



			 






			EL DÍA EN QUE TODO COMENZÓ 




			



			 






			Barras y números 




			



			 






			Los asuntos judiciales se designan fría y numéricamente. Se divisan en el juzgado con ese aspecto grisáceo que ofrece la acumulación, el desorden y la indiferencia. Cuando tramitas miles y miles de diligencias penales cada año, careces de tiempo y territorios para marcar señas e hitos, nombres y pronombres. Las causas son números unidos por barras. Cada asunto pesa, y es preciso tramitarlo con celeridad para evitar retrasos y mayor carga de trabajo. A veces, los juzgados parecen animales de carga; pero no tiran de carros, sino de derechos e intereses. Interesante paradoja, que al final un asno porte las legítimas expectativas donde los ciudadanos depositan su noción de la Justicia.  




			En realidad, este libro presentará al lector múltiples paradojas. De hecho, su título bien pudo ser La Justicia española:  una factoría de paradojas. 




			Hablaré sobre la vida diaria en un juzgado español, donde el trabajo se presenta de variadas maneras. La principal es cuando un caso llega a la mesa del juez. Lo minuta y después lo identifica mediante las diligencias judiciales oportunas, todas ellas con un número de orden, seguido de una barra y el año en curso.  




			Los diferentes procedimientos del juzgado reposan fríamente diferenciados por números y barras. Sin embargo, existen asuntos singulares, muy relevantes por su temática o intervinientes. Estas causas no se designan sólo numéricamente. Para nosotros, para quienes trabajamos en la Administración de Justicia, siguen siendo números: las diligencias 58/2010 o las 3173/2013. Sin embargo, para el resto de los mortales son el «caso Blesa» o el «caso Banco de Miami». Tras esos dígitos existen personas; pero como números, porque a los funcionarios judiciales nos es indiferente de qué o de quién se trata. Al menos así debería ser. Cuando determinado asunto interesa especialmente en el juzgado, suele atraer problemáticas indeseables.  




			



			 






			Especies dominantes 




			



			 






			Cuando una causa emerge como «especie dominante» en el darwinismo judicial, debemos considerar su denominación.  




			La designación «caso Blesa» es uno de tantos errores periodísticos. Reiteradamente, los medios de comunicación se han referido al caso Blesa cuando, en realidad, querían mencionar el «caso Banco de Miami». Pero ambos son asuntos judiciales diferentes. El primero son las diligencias previas 58/2010, y el segundo, las diligencias previas 3173/2013. 




			La denominación «caso Blesa» toma en consideración al exbanquero que entre los años 1996 y 2010 presidió Caja Madrid. En el «caso Banco de Miami», el expresidente no aparece en primer plano, que pasa a ser ocupado por una entidad financiera sita en Miami.  




			El 16 de mayo de 2013 cité a Miguel Blesa de la Parra para que declarase como imputado en el «caso Banco de Miami». Esta citación y el posterior desarrollo de la causa encendieron la atención de la opinión pública. Ese día, fue encarcelado.  




			El exbanquero había llamado de diversos modos a la puerta del proceso. Tan sólo cinco meses antes había pisado mi despacho para declarar, también como imputado, por las irregularidades en la concesión de créditos a quien fue presidente de la Confederación Española de Organizaciones Empresariales (CEOE), Gerardo Díaz Ferrán. A esta causa podemos llamarla, propiamente, caso Blesa. Precisamente en el transcurso de esta investigación se suscitó la compra del Banco de Miami. El impulso provino primero de una denuncia presentada por el sindicato Manos Limpias. Después, el Banco de España aportó un informe que arrojaba luz sobre muchas irregularidades en el cumplimiento de los protocolos seguidos al adquirir el City National Bank de Florida (CNBF), localizado en la ciudad norteamericana de Miami. Nunca solicité este informe al Banco de España.1 Lo remitió al juzgado por iniciativa propia junto con otra documentación que sí se había requerido. ¿Por qué? O mejor dicho, ¿para qué? 




			Estudié muy detenidamente el citado informe del Banco de España, y decidí iniciar una investigación independiente en relación con la compra del Banco de Miami (CNBF). Lo aclarado por el Supervisor fue de gran alcance. Fechado el informe en 2010, se difundió ampliamente por numerosos medios de comunicación. Blesa compró el 7 de noviembre de 2008, en medio de una crisis financiera galopante, el CNBF. Según los inspectores del Banco de España, la compra se realizó con un sobreprecio de unos 500 millones de euros, un 100 % por encima del precio considerado más adecuado para la operación. 




			La adquisición comienza ejecutándose por 927 millones de dólares; es decir, 618 millones de euros. Tal importe suponía el 83 % del capital social de City National Bancshares, entidad propietaria, a su vez, del CNBF (a partir de ahora, Banco de Miami). A ello debe agregarse un contrato de garantía call and  put a favor tanto del vendedor (Leonard L. Abess, presidente del Banco de Miami) como de la compradora (Caja Madrid Cibeles). Este contrato se aplicaba sobre el 17 % restante de la operación, suponiendo 190 millones de dólares. En suma, el precio de la compra fueron 1.117 millones de dólares. En el momento de la operación, la crisis financiera mundial ya mostraba su peor cara, especialmente en el estado de Florida y la ciudad de Miami. 




			Según el informe del Banco de España, recogido en varios periódicos nacionales, la operación se fraccionó para eludir el control previo, preceptivo y vinculante de la Consejería de Economía y Hacienda de la Comunidad de Madrid. La compra debió concentrarse en un solo pago; pero, de este modo, Caja Madrid hubiese debido contar con la autorización de la Comunidad. Y es un hecho que la entonces presidenta, Esperanza Aguirre, era muy contraria a que Caja Madrid se expandiera internacionalmente. 




			El Banco de España informó que entidades como el Banco Sabadell o el Popular, por ejemplo, habían comprado bancos en Estados Unidos por precios significativamente inferiores. De hecho, la Office of the Comptroller of the Currency (OCC), supervisora del sistema financiero de los Estados Unidos, advirtió de «déficits muy relevantes en la supervisión del equipo directivo de la entidad, de cara a la debilidad económica general, sin que esté implantada estrategia viable de negocio», con un «alto y creciente riesgo estratégico». 




			Ante estos elementos e indicios probatorios, me vi obligado a deducir testimonio e incoar nuevas diligencias previas, 3173/2013, enteramente independientes de las anteriores diligencias 58/2010.  




			



			 






			El señor Josef K. 




			



			 






			En una famosa obra del escritor Franz Kafka, El proceso, su protagonista, Josef K., es un personaje inmerso en la culpa existencial. Su culpabilidad, calculada de antemano, es oscura y general. No se relaciona con hechos ni con acusadores concretos. De Josef K. lo ignoramos casi todo, salvo que es empleado de banca. Una mañana le detienen sin ninguna razón especial. La novela entronca con el absurdo de la culpa entendida como pecado original. Se ignora de qué delitos y hechos se acusa al señor K. Tal inconcreción le deja indefenso. «Yo no he hecho nada malo», podría alegar. Pero esta muralla habría de abarcar toda su vida. No hay quien proteja una fortaleza tan vasta. En cualquier tramo, los asaltantes irrumpirían con algún reproche. Por estos motivos el proceso contra el señor K. es una «causa general». El señor K. responde por el mero hecho de existir.2 




			En su novela El hombre que quería ser culpable, el escritor Henrik Stangerup forja otro personaje, Torben, muy relacionado con la culpa.3 Este acusado sí conoce el delito que ha cometido: mató a su mujer en un arrebato pasional. Las autoridades le tratan con excesiva comprensión, mientras él clama por confesarse culpable. A diferencia de Torben, Josef K. ignora por completo lo que se le imputa. Quizá se le detuvo por sus condiciones de vida insignificantes. Era un simple empleado de banca, un necio llamado a declarar ante un juez no menos necio.  




			El 16 de mayo de 2013, Miguel Blesa de la Parra no fue llamado al proceso como el señor K. en El proceso de Kafka. Blesa no fue citado simplemente porque alguien hubiese hablado mal de él. Tampoco por culpas que él nunca pudo imaginar. Su presencia en el Juzgado se relacionaba con actividades de gestión bancaria que había venido ejerciendo durante años. Cuando se compró el Banco de Miami, Blesa era presidente de Caja Madrid. Si hubo irregularidades en esa adquisición, cualquiera podría suponer que Blesa tendría algo que decir. 




			Tampoco se le trató como al señor Josef K. cuando éste preguntó a la policía por qué se le arrestaba y le contestaron: «No nos han encargado que se lo digamos. Vaya a su habitación y espere. El proceso acaba de iniciarse y se enterará de todo a su debido tiempo». Blesa sabía por qué comparecía en el Juzgado, defendido por abogados de máximo prestigio. La acusación al señor Josef K. era telescópica, general: abarcaba toda su vida. En cambio, la de Blesa fue microscópica, singular: se centró en su gestión bancaria. Más en concreto, se le interrogaría sobre la compra de un banco en Miami. 




			



			 






			Blesa en el Congreso de los Diputados 




			



			 






			En noviembre de 2012, el exbanquero ya había comparecido en el Congreso de los Diputados para justificar la adquisición del Banco de Miami.4 Dijo literalmente que «el conocimiento del negocio en la región impulsó» la toma de esta decisión, inicialmente pensada como participación pero que, dos años más tarde, se convirtió en toma de control total. Según recogieron los medios en aquel entonces, Blesa defendió, en la Comisión de Economía, una operación a la que Caja Madrid destinó 1.117 millones de dólares para hacerse con el que, en ese momento, era el sexto mayor banco privado del estado de Florida. Según el exbanquero, la operación se enmarcaba en una estrategia de «impulso» a la banca de negocios de la Caja, así como de diversificación de sus fuentes de ingresos, «tanto en cuanto a su naturaleza jurídica como a su localización geográfica». 




			Sin embargo, tal comparecencia en absoluto satisfizo a la mayoría de los diputados. Buena parte de la opinión pública posiblemente se preguntase sobre el don de la intocabilidad. Pero no respecto de jueces, fiscales o policías «intocables», sino acerca de las personas influyentes en nuestro país.5 




			No en vano, el diputado de Izquierda Unida Alberto Garzón se quejó del formato elegido para depurar responsabilidades políticas sobre la crisis financiera. Las comparecencias del exbanquero siguieron el régimen general previsto para la Comisión de Economía del Congreso. Sin la menor duda, no se trataba del mecanismo de control parlamentario más adecuado. Debiera haberse creado una comisión de investigación. Así lo solicitó toda la oposición; y se rechazó, sin más, por la mayoría de rodillo del Partido Popular.  




			El signo político del asunto era evidente. Quedaba claro. El partido en el Gobierno no quería profundizar. ¿Por qué? 




			Como subrayó un diputado del Partido Nacionalista Vasco, Pedro Azpiazu, sin cambiar el formato de las comparecencias «no merecería la pena seguir con este tipo de reuniones». Estaba servida la politización de la gestión financiera de Caja Madrid, y además el desaliento e impotencia de la oposición. Gracias a la mayoría absoluta del Partido Popular, el Congreso no investigaría la gestión de Blesa, ni su hipotética relación con la «catástrofe bancaria» en España.6 




			



			 






			La citación del 16 de mayo de 2013 




			



			 






			¿Para qué cité a Blesa en el seno del caso Banco de Miami? En primer lugar, para dilucidar parte de lo que no se esclareció en el Congreso. Además, el exbanquero era la máxima referencia personal en una entidad claramente «presidencialista» como Caja Madrid. Finalmente, hay que tener en cuenta que, salvo justificaciones especiales, los jueces debemos brindar al imputado la oportunidad de declarar cuanto antes, por si fácilmente pudiera liberarse de la sombra de imputación, la denominada «pena de banquillo». En mis instrucciones suelo citar al imputado en primer término. Así, cuando los supuestos indicios de criminalidad son fácilmente descartables, pongo fin cuanto antes a la carga de soportar un procedimiento penal, que pudiera prolongarse durante años. 




			Al fin y al cabo, la instrucción por el Banco de Miami acababa prácticamente de empezar. En ese momento, el círculo de posibles indicios de criminalidad contra Blesa gravitaba, esencialmente, sobre el contenido del informe del Banco de España al que me referí anteriormente. El Supervisor lo aportó «por iniciativa propia», en el marco de las diligencias 58/2010, sobre un crédito concedido a Díaz Ferrán por Caja Madrid (caso Blesa). Sin la menor duda, fue muy significativo que el informe se enviase a mi Juzgado de oficio. Pero no es menos cierto que el caso Blesa ya versaba sobre gestión bancaria criminalizada en la concesión de créditos. Esta indiciada administración desleal, en cierto modo, brindaba un hilo conductor a posibles irregularidades penales en la compra del Banco de Miami. Nubarrones de mala gestión ya se orientaban sobre Blesa. 




			Un detalle de tal magnitud no puede pasarse por alto. Esta colaboración tan unilateral del Banco de España, con toda seguridad, debía fundarse en poderosas razones. El diáfano texto del informe dejaba dos caminos abiertos a Blesa. Cabía la posibilidad de que facilitase una explicación, esclareciendo lo sucedido en torno a la compra del Banco de Miami. El sobreseimiento de la causa estaría asegurado. Blesa se liberaría de la imputación y mi Juzgado aún más, pues la carga de trabajo ya era insoportable. La segunda opción era que Blesa no salvara las irregularidades expuestas en el citado documento, lo que dejaría muy comprometida su posición en el proceso.7 




			Hemos visto que Blesa no se hallaba en la situación del señor Josef K. en la novela El proceso de Kafka. Lo paradójico es que yo sí.  




			



			 






			El juez expedientado 




			



			 






			Justo cuando reinicié la investigación sobre Miguel Blesa, los expedientes disciplinarios comenzaron a sobrevolar mi juzgado. El exbanquero sabía para qué, por qué, en qué condiciones y en relación con qué circunstancias de tiempo, lugar y gente comparecía en el Juzgado. Pero, al mismo tiempo, el instructor ignoraba el significado y alcance de un conjunto inusitado de eventos que le afectaban. Asediaban al juez como el calor del estío cuando supera los cincuenta grados centígrados y el viandante ya no sabe si el sofoco proviene del cielo, del suelo o de los muros circundantes. Me habían expedientado, reprochándome faltas ridículas y tergiversadas. Con imputaciones así cabría expulsar de la carrera judicial a todos los jueces. Eran acusaciones banales, relativas, por ejemplo, a que cuatro resoluciones de mera absolución y sobreseimiento no se habían motivado suficientemente. Además, todas eran inciertas o manifiestamente falsas. Irregularidades y nulidades se extendían como la mala hierba por el expediente, que pugnaba en carrera veloz con la instrucción de los casos Blesa y Banco de Miami. El Juzgado se hallaba enrarecido. Se estaba manipulando a parte de la plantilla contra el juez.  




			Por aquellas fechas ya se habían publicado noticias falsas sobre un supuesto desahucio que nunca padecí. Fue el Consejo General del Poder Judicial quien sí me desahució. Por motivos que no entendí, en diciembre de 2012 el Consejo acordó que mi Juzgado fuese de nuevo inspeccionado. Sucedió pocos meses después de que yo reaperturase el caso Blesa. La nueva inspección carecía de sentido. Apenas un año antes, mi Juzgado había sido inspeccionado muy satisfactoriamente por el Tribunal Superior de Justicia de Madrid. Pero a partir de diciembre de 2012, la situación de mi Juzgado giró 180 grados. Tres funcionarias comenzaron a cuestionar mi forma de trabajar. Nunca antes lo habían hecho. Dos fiscales destacadas en el Juzgado me denunciaron basándose en rumores e infundios. Sólo el secretario judicial y dos funcionarios se mantuvieron relativamente firmes frente a estos manejos.  




			En suma, a partir de la reapertura del caso Blesa, mi Juzgado y yo cambiamos, éramos diferentes, como el día y la noche. Todo mutó a mi alrededor. Todo giró drásticamente. El sur se me puso al norte, y yo ignoraba qué constantes gravitatorias provocaban semejante alteración.  




			Con el tiempo, las correlaciones se fueron haciendo evidentes. Cualquiera podía advertir la dinámica de estas rotaciones inesperadas: la instrucción de los casos Blesa y Banco de Miami. Elpidio José Silva era el señor Josef K. Trabajaba enredado en una telaraña de imputaciones, sin orientación ni origen previsible. El objetivo era enmarañar. La madeja embrollada era una garantía: cada vez sería más difícil desenredarla. 




			El 16 de mayo de 2013, cuando compareció el imputado Blesa en el Juzgado de Instrucción número 9 de Madrid, el juez instructor del caso ya se hallaba expedientado.  




			No conocía exactamente qué se me imputaba, tampoco qué novedad se advertía en mi forma de trabajar. Nada se me había reprochado antes. ¿Por qué ahora? A esas alturas, para mí era evidente: mi expediente disciplinario se acoplaba con la instrucción del caso Banco de Miami.  




			



			 






			LA PRISIÓN Y LA FIANZA 




			



			 






			Durante el interrogatorio, Blesa se acogió parcialmente a su derecho a no declarar. No contestó ni a las preguntas del abogado de la acusación ni a las mías. Sólo respondió a su abogado y al fiscal. Este último no le preguntó nada.  




			Cuando un juez instructor interroga a un imputado, sobre todo en asuntos complejos, espera que le ofrezca explicaciones razonables que a lo mejor permitan archivar la causa. Existen casos donde tal expectativa es escasa porque el delincuente presenta tremendos indicios de incriminación. Por ejemplo, si alguien acuchilla a una persona ante numerosos testigos, al juez le costará pensar que la conducta del acuchillador estaba justificada. Pero este tipo de evidencias nunca rodean a los delitos económicos. No se imputan delitos de sangre, o cuya comisión se encuadre llamativamente. Cabía esperar que el exbanquero ofreciese explicaciones claras, sencillas o al menos fundadas, que permitiesen sobreseer la causa. No lo hizo. Sólo respondió a su abogado. Las preguntas y respuestas no justificaron nada. El interrogatorio no salvó sino que empeoró los reproches, vía informe, del Banco de España. La prisión preventiva fue inevitable. 




			El ingreso de un ciudadano o ciudadana en prisión siempre incorpora un altísimo grado de responsabilidad. Por más que judicialmente sean decisiones usuales, se sopesan con mucho detenimiento. En los juzgados llamamos «causa con preso» a aquella en la que existen imputados encarcelados, precisamente por hechos perseguidos en esa causa. Cuando ingresé a Blesa en prisión, mi Juzgado sólo tramitaba seis «causas con preso». No soy un juez que abuse de las medidas cautelares. Menos aún de la prisión preventiva. En el caso de Miguel Blesa de la Parra examiné con especial atención los indicios para encarcelarle. Ahora bien, no puedo explicitar tales indicios por respeto a un elemental deber de reserva.8 




			La acusación popular Manos Limpias, que inició mediante denuncia el caso Blesa, me solicitó el ingreso en prisión bajo fianza de tres millones de euros. Esta circunstancia determinó mi decisión. No me pareció proporcionado el encarcelamiento sin más, teniendo en cuenta que la acusación me solicitaba prisión «bajo fianza». Tampoco me pareció adecuado sobrepasar la suma solicitada por la acusación. La ley no me impone tales cautelas, pero me parecieron elementales para preservar los derechos del imputado. Sin embargo, no soy partidario de relacionar medidas privativas de libertad y capacidad económica del afectado. De hecho, en mi dilatada trayectoria judicial creo que por primera vez acordaba una prisión bajo fianza. 




			En la novela Los Buddenbrook, el escritor Thomas Mann narra el esplendor y los fracasos de una compleja familia alemana. En un momento de la narración, Tony Permaneder (de soltera, Buddenbrook) se reúne con su hermano y patriarca de la familia, el senador Thomas Buddenbrook. Así narra Thomas Mann cómo Tony intercede a favor de su yerno, Hugo Weinschenk: 




			



			 






			La señora Permaneder iba por la Breite Strasse caminando a toda prisa. Su actitud descompuesta resultaba sospechosa […] tan sólo conservaba un atisbo de aquella dignidad que normalmente envolvía su figura […].  




			Tras llamar a la puerta con gran nerviosismo, cruzó el pasillo para entrar en las oficinas […] localizó al senador al fondo […] y le hizo un gesto con la cabeza tan desesperado que Thomas Buddenbrook soltó la pluma de inmediato y salió a su encuentro. 




			—¿Qué sucede? —preguntó […]. 




			—Tom —dijo ella con voz temblorosa, retorciéndose las manos bajo el manguito de piel—, tienes que poner la fianza tú…, de manera provisional…, tienes que poner tú el dinero, por favor. Nosotros no lo tenemos. ¿De dónde íbamos a sacar ahora veinticinco mil marcos? […]. En resumen, el proceso ha llegado a un punto en el que Hagenström solicita el ingreso inmediato en prisión o una fianza de veinticinco mil marcos […].  




			—[…] ¿Tú sigues creyendo en su inocencia? 




			—[…] ¡Aunque haya cometido un delito! [...] ¡No lo hizo para llenarse sus propios bolsillos, sino por el bien de su empresa!9 




			



			 






			Hugo Weinschenk, el agente de seguros emparentado con la prestigiosa familia alemana de Los Buddenbrook, no pudo reunir 25.000 marcos y se pasó dos años en prisión. Pero Blesa, en menos de 24 horas, dispuso de dos millones y medio de euros para pagar la fianza que le impuse. Por circunstancias como ésta, nunca antes yo había acordado una prisión bajo fianza. 




			El ingreso de un imputado en prisión preventiva es la resultante de variadas circunstancias. No se trata sólo de que pesen indicios de criminalidad. También es muy relevante evitar que el imputado manipule, a su favor, diligencias de prueba. Además, debe correlacionarse el riesgo de fuga y la pena pronosticable para los delitos imputados. Finalmente, no cabe obviar que el proceder del letrado de la defensa condicionará a veces la decisión. Imaginemos un interrogatorio insustancial, en el que las respuestas dejen en evidencia al cliente y resalten la consistencia del proceso. Estos errores del letrado pueden enviar al cliente a un centro penitenciario. Además, por consejo de su abogado, el imputado puede aportar documentos justificativos de su inocencia. Imaginemos que esta documentación, aun siendo fácil de obtener, no se trae al proceso: se tambaleará la inocencia. 




			Manos Limpias denunció las irregularidades en la compra del Banco de Miami en diciembre de 2012. Blesa compareció en el Juzgado el 16 de mayo de 2013. Dispuso de unos seis meses para justificar su inocencia. La gestión bancaria deja, además, un tremendo rastro escrito. Cuando un imputado ha obrado de forma apropiada, lo demostrará sin apenas esfuerzo con toda clase de notas, documentos y correos corporativos.  




			



			 






			LOS JUZGADOS DE INSTRUCCIÓN DE LA PLAZA DE CASTILLA 




			



			 






			El 16 de mayo de 2013, los rostros de los funcionarios del Juzgado de Instrucción número 9 tenían un aire especulativo. Apenas conversaban; no se oía el menor comentario. No podía saberse si la seriedad de los semblantes y las miradas esquivas delataban miedo, indolencia o responsabilidad.  




			Los Juzgados de Instrucción de plaza de Castilla se emplazan, desde hace más de cuarenta años, en un edificio caduco. El mármol de suelos y paredes se encuentra ajado por pisadas y roces. Los pasillos, a cuyos márgenes se abren los accesos a los Juzgados, desconocen la luz directa. No están ventilados. A alguien se le ocurrió que era suficiente un ventanal a cada extremo en corredores de más de cien metros. En su tramo central, donde se localiza la escalera principal y ascensores de acceso a cada planta, el acristalamiento deja ver un gran solar inútil. Bastan varias decenas de personas para que el espacio se enrarezca. Nunca corre aire limpio. El descolorido aspecto general es una gran metáfora de cuanto sucede en la sede de los Juzgados. En pocas ocasiones el semblante de un edificio es tan buen espejo del funcionamiento de un servicio público. Cuando un ciudadano gasta tiempo aguardando en estos corredores, puede que el desasosiego le embargue y anticipe consecuencias imprevisibles. Quiero pensar que esta atmósfera acostumbrada no sorprende a los letrados y peritos, pero les abochorna, aunque no se confiese. Los que trabajamos en tales condiciones no solemos reconocer que estos edificios nos retratan, como un hermano mellizo al otro. 




			En los Juzgados de plaza de Castilla es como si todos los usuarios cumpliesen pena de banquillo. Letrados procuradores, víctimas, testigos y demás ciudadanos y ciudadanas ocupan los mismos asientos de madera que los imputados y acusados. La pena de banquillo es, así, un tanto universal. Sin corrientes de aire fresco, sin apenas climatización, sin ventanas ni espacio suficiente, son instalaciones pensadas para personas de determinada extracción social. Se piensa en quienes puedan adaptarse a las incomodidades de un lugar con algo de sumidero. 




			Cuando altos directivos del sector privado comparecen en lugares como el descrito, la disonancia es, al menos, estridente. El propio edificio discrepa. Los protagonistas tal vez no adviertan el trasfondo de lo que sucede. A nadie se le ocurre reflexionarlo muy seriamente. ¿La Justicia, en verdad, debe comportarse igual con todo ciudadano? En el fragor de un trabajo plomizo, la experiencia es disonante, pero mientras la vives no sabes de dónde provienen los sonidos inarmónicos.  




			En estas situaciones se me ocurre que la Justicia es una maquinaria de dolor, una pain machine que no parece nuestra, sino importada con defectos inaceptables. O a lo peor, se trata de una mecánica muy nuestra e inquisidora. No en vano, por esas extrañas sintonías entre las lenguas, la denominación de España en inglés —quizá por sustraer nuestra orgullosa ñ— nos expresa una emoción de «dolor». La Justicia española como máquina de dolor no encaja con la posición social de quienes rigen, o han regido, el sector financiero de nuestro país. 




			Los grandes delincuentes del Derecho Penal Económico suelen ser personajes destacados, con un relevante estatus económico y muy reforzados en su entorno social. Para estos imputados ilustres desplazarse a las instalaciones judiciales de plaza de Castilla implica denigración.  




			No es difícil aventurarlo. Si en los Juzgados de plaza de Castilla continúan ventilándose asuntos emergentes del Derecho Penal Económico, las instalaciones se modificarán o desplazarán a un edificio más glamuroso. Los protagonistas judiciales de alto standing requieren ser citados en lugares acordes a su posición, donde no resalten diferencias escénicas tan grandes entre sus incómodos episodios judiciales y su ambiente de negocios. La Audiencia Nacional sintoniza más con este tipo de delincuentes.  




			



			 






			LOS CONTEXTOS DEL 16 DE MAYO DE 2013 




			



			 






			Cuando el 16 de mayo de 2013 cité de urgencia al imputado Miguel Blesa, se despertó una gran expectación. La denuncia inicial del sindicato Manos Limpias se había presentado en el año 2010. Pero, durante dos años, la causa estuvo sobreseída, es decir, temporalmente archivada por falta de pruebas, con el escrito durmiendo en los archivos judiciales. En 2012, el colapso de Caja Madrid era un hecho tan incontrovertible como ausente de explicaciones. No tuve más remedio que reaperturar el caso Blesa. Recordé la denuncia que Manos Limpias presentó en 2010, la relacioné con el notorio e inexplicable hundimiento de la Caja y con una segunda denuncia del sindicato a mediados de 2012, reiterativa de las irregularidades advertidas en la entidad a la hora de conceder créditos. Es cierto que en el año 2010 no vi suficientes indicios de criminalidad, pero a mediados de 2012, el contexto había cambiado drásticamente. Manos Limpias había denunciado de nuevo, y la cuarta entidad crediticia del país definitiva e inexplicablemente había colapsado. Por si fuera poco, uno de los imputados, Díaz Ferrán, se hallaba encarcelado por la Audiencia Nacional. Por cierto, la principal imputación contra el expresidente de la CEOE (alzamiento de bienes) se relacionaba con el quebranto de Marsans, entidad pretendidamente garante de los irregulares créditos de Caja Madrid al empresario, a la sazón miembro del Consejo de Administración de la entidad. La tercera denuncia de Manos Limpias versaba sobre la compra del Banco de Miami por Caja Madrid. Se formuló en diciembre de 2012, ya reaperturado el caso Blesa.  




			Esta vacilante marcha de un asunto judicial no es, desde luego, un ejemplo de celeridad. Cuando al fin decidí citar a Blesa como imputado, me pareció aconsejable acelerar la marcha del proceso, sobre todo si se tiene en cuenta el enorme trasfondo económico del asunto.  




			



			 






			Preguntas sin responder 




			



			 






			Las cajas de ahorros han sufrido pérdidas de, al menos, decenas de miles de millones de euros. España ha entregado a la Banca no menos de doscientos mil millones de euros. A estas enormes pérdidas deben sumarse los intereses de la deuda. No está claro si seremos capaces de devolver la deuda soberana. Para algunos expertos, nuestro PIB no crecerá nominal y anualmente en porcentaje suficiente para pagar los intereses de la deuda.10 Estas coordenadas han penetrado en el bolsillo, los servicios públicos y nuestras expectativas de empleo. Estamos soportando una reducción de salarios, una severa reforma laboral, despidos en cascada, reducción de nóminas funcionariales, congelación de pensiones, una miserable oferta de empleo público, copago sanitario y recortes universitarios. El Estado ha practicado una transfusión de unos doscientos mil millones de euros a favor de las entidades financieras en crisis. De esa cantidad, cuarenta mil millones de euros son irrecuperables. Seguramente el resto de los fondos empleados no retornarán al erario público.  




			Una deuda estrictamente privada se ha convertido en deuda pública. Podemos llamar a este fenómeno «publificación de la deuda privada». Esta tremenda asunción por parte del Estado de obligaciones de naturaleza estrictamente privadas no ha sido, en absoluto, explicada a la sociedad española. 




			¿Por qué tiene el Estado que asumir deudas privadas? ¿Cuál es la responsabilidad del Banco de España en todo esto? ¿Por qué el Gobierno de José Luis Rodríguez Zapatero no se negó a que el Estado absorbiese deuda privada? Si no intervenía el Estado asumiendo deuda privada, ¿realmente pudo hundirse todo el sistema financiero? ¿Es legítima la transformación de la deuda, y que cargue el Estado con errores del sector privado? ¿Debemos todos los ciudadanos soportar en nuestros salarios y pensiones los errores de unos cuantos? 




			En el año 2007, nuestra deuda pública era inferior al 40 % de nuestro PIB. En el año 2010 se aproximó al 60 % del PIB. En agosto de 2013, mientras escribo estas líneas, la deuda pública ha alcanzado el 90 % del PIB. Sólo en el mes de junio se ha incrementado en 6.400 millones de euros.  




			Nadie ha explicado a la sociedad española cómo, por qué y para qué nuestra deuda soberana se ha incrementado de manera tan galopante. El Estado, nuestro Erario Público, soporta el peso de una deuda originariamente privada. Ello es tanto como decir que directa o indirectamente la pagaremos todos los ciudadanos.11 




			En semejante contexto, cualquier sociedad entraría en estado de shock. La española no ha sido una excepción. Este escenario enmarcaba el 16 de mayo de 2013, cuando un exbanquero fue citado a declarar.  




			Caja Madrid había adquirido en el año 2008 una entidad radicada en Miami, el City National Bank of Florida. La cuestión era esclarecer si tal compra, bajo las circunstancias concurrentes, constituía un delito societario de administración desleal. La citación de un imputado como Blesa despertó enorme expectación. Incluso podría decirse que iba acompañada de un apreciable «estado de alarma». La sociedad española estaba noqueada ante el panorama económico descrito. El exbanquero presidió durante casi quince años la cuarta entidad financiera de España, un país que llegó a ser la octava potencia económica del mundo. La presidencia se ejerció en un período clave: entre los años 1996 y 2010, justo donde debemos escarbar las causas de nuestro colapso económico.  




			



			 






			Nunca hubo causa general 




			



			 






			Obviamente nunca se podrá atribuir a una sola persona la responsabilidad de nuestro desastre económico. Pero todo camino, por muy largo que sea, comienza por un primer paso. Se trataba de indagar aspectos concretos en la gestión financiera de Blesa. Debían esclarecerse posibles infracciones muy graves de elementales protocolos bancarios. Si tales incumplimientos en absoluto se detectaban, se archivaría la causa. De no ser así, habría que iniciar una profunda investigación sobre la gestión bancaria al frente de la entidad.  




			Así se ha comportado siempre el Derecho Penal en el marco del proceso criminal. Imaginemos una persona que realiza continuamente determinada actividad, por ejemplo, vender medicamentos. Cuando advertimos que los ha vendido caducados, es preciso indagar si estamos ante un proceder aislado o si el farmacéutico viene obrando así desde hace tiempo. Tal criterio sirve para cualquier conducta que se haya desplegado de forma continuada. Por ejemplo, alguien comete muy reiteradamente delito societario administrando una entidad con deslealtad. Para iniciar la instrucción conforme a tal hipótesis, debemos comenzar por actuaciones concretas. He aquí el centro de la investigación del caso Banco de Miami: se sometía a examen la compra de una entidad financiera. Nunca se trató de una causa general. Igual sucedió con el caso Blesa: se analizó determinado crédito concedido a Díaz Ferrán.  




			Imaginemos que se imputan a alguien lesiones por motivos xenófobos. Desamparamos procesalmente a este imputado cuando no le especificamos las circunstancias de personas, tiempo o lugar donde pudo cometer tales delitos. Contra acusaciones tan amplias no hay quién se defienda. Nos recuerdan la del señor K. El expediente disciplinario que me incoaron mientras instruía el caso Blesa sí contenía un reproche muy disperso. Me acusaban, genéricamente hablando, de desasistir el Juzgado. Nunca se estableció claramente en qué consistía tal supuesto abandono del Juzgado. Ni siquiera cuando me sancionó el Consejo General del Poder Judicial se aclaró la imputación. Pero ni el caso Blesa ni el caso Banco de Miami se basaron en tales desviaciones. 




			



			 






			Alarma social y gas mostaza 




			



			 






			La alarma de una sociedad por un asunto es directamente proporcional a la forma en que el mismo le afecta en su día a día. A casi nadie inquieta la posibilidad de que en un experimento biológico mute una bacteria y ésta pase a ser letal. Aún menos personas temen que un meteorito colisione con su casa. Surge alarma cuando un evento se cuela en nuestra vida diaria condicionando las vacaciones, la alimentación o si podremos pagar o no los libros de texto de nuestros hijos. Una problemática así se te pega a la vida como una sanguijuela del desasosiego. La crisis financiera está provocando alarma en toda la sociedad española. Quienes pudieron haber cometido delitos relacionados con el origen de tal crisis deberían ser investigados con celeridad, en relación proporcional con el estado de alarma instalado en España. Sin duda, este desasosiego general inflamó el caso Banco de Miami y condujo a la citación de urgencia del 16 de mayo de 2013. 




			Ahora bien, nuestra Justicia no goza de gran experiencia en la investigación de delitos económicos. Nuestro proceso penal no se acopla a tramas complejas u operaciones financieras de largo alcance, bajo implicaciones de organigrama, de protocolos corporativos o de evaluaciones muy técnicas sobre la noción de riesgo. Los Juzgados Centrales de Instrucción de la Audiencia Nacional gozan de mayor experiencia en la investigación de delitos económicos. Pero su número es claramente insuficiente y su atasco, clamoroso. En muchas ocasiones, incluso, interesa al imputado que el asunto acabe en uno de esos seis juzgados. Su enorme carga de trabajo garantiza un funcionamiento lento de la Justicia y, con un poco de suerte, la prescripción de los delitos. 




			La gran reacción ante la prisión de Blesa expresa el estado de alarma de nuestra sociedad. El encarcelamiento se experimentaba como el primer ajuste de cuentas con posibles tramoyistas de nuestra crisis económica. Además, se liquidaba un prejuicio: que en los Juzgados de plaza de Castilla sólo se instruye sobre cuchilladas, peleas entre cuñados o casos similares. 




			Un juzgado español es un organismo complejo y caduco donde conviven malformaciones con la dedicación al servicio. Por cierta dinámica de compensación, la normalidad se incrementa conforme aumentan las malformaciones. Tres meses antes de la prisión de Blesa se me envió un aviso expedientándome. Poco antes de su citación como imputado, se actualizó la advertencia. Ya no fue una voz, sino un golpe en la espalda. Todos los funcionarios de mi Juzgado fueron citados atropelladamente el mismo día para sonsacarles información sobre mí. Se había conseguido que dos fiscales faltasen a la verdad sobre mi dedicación al Juzgado. Contra una de ellas tuve que querellarme por sus falsos testimonios. Pero, sin perjuicio de estas malformaciones, el 16 de mayo de 2013 trascendió cierto sacrificio en el Juzgado de Instrucción número 9 de Madrid. Ni siquiera paramos en el almuerzo y las actuaciones se prolongaron hasta las 8 de la tarde. Ese día convivieron en mi Juzgado el gas mostaza que propagó la Inspección del Consejo, junto con la dedicación de funcionarios que no tuvieron más remedio que proceder como correspondía. 




			



			 






			MANUAL DE ACOSO DISCIPLINARIO (MAD) 




			



			 






			El Consejo General del Poder Judicial (CGPJ), un organismo llamado a salvaguardar la independencia de los jueces, se dedicó a bloquearme. Explicar cómo te afecta algo así no es fácil. El órgano de los jueces no me apoyó con algún refuerzo de personal, como sí ha sucedido en otras causas complejas. Valga el ejemplo reciente del caso Madrid Arena sobre la muerte de cinco jóvenes en una discoteca de Madrid durante la noche del 31 de octubre de 2012. El CGPJ tampoco se interesó por la buena marcha del caso Blesa. Pero se apresuró a expedientarme inmediatamente después de reaperturarlo.  




			Parte del misterio de El proceso es el modo en que se ocultan los sentimientos del protagonista. ¿Qué se siente cuando uno se ve encerrado entre las paredes invisibles de acusaciones genéricas y metafísicas? Para mí ya no es un misterio. Como interesante paradoja, el señor K. no era juez sino empleado de banca, precisamente de banca. No sé cómo hubiera reaccionado Kafka si se le hubiese sugerido una nueva novela. En la propuesta, el mediocre empleado bancario ascendería. El nuevo protagonista, un juez español, sufriría los estragos de acusaciones desconcertantes. El señor K. sería ahora el presidente del banco y testificaría contra el juez en una denuncia con autores e imputaciones desconocidas. No es un escenario tan de ficción. La realidad de los hechos roza tanto el absurdo que la Fiscalía, incluso, se ha querellado contra mí por la supuesta comisión de un delito de prevaricación, consistente en que decretase la prisión de Blesa. El sinsentido llega hasta tal punto que, en la actualidad, soy yo quien está imputado en el Tribunal Superior de Justicia de Madrid, mientras el exbanquero se considera perjudicado y ha podido declarar como testigo contra mí. Además, se trata de una testifical muy especial. Blesa no está obligado a decir la verdad respecto de todo lo que se le pregunte, sino exclusivamente en relación con lo que pueda perjudicarme. Este hermafroditismo procesal, por sí solo, raya en la tragicomedia. Cuando se pregunte al exbanquero sobre hechos que pudieran afectar a su imputación en los casos Blesa o Banco de Miami, no está obligado a responder. Esta carga sólo afectará a preguntas relacionadas con los pretendidos perjuicios que sufrió como consecuencia de que fuese encarcelado. 




			Especulaciones aparte, estar expedientado disciplinariamente implica elaborar informes y contestar a quejas. Deberás mantenerte atento al correo corporativo, por si te notifican nuevas resoluciones. Te verás obligado a buscar abogados y comparecerás ante instructores para declarar de forma estéril, porque seguramente ya tendrán adoptado un criterio prejuicioso. Volverás a reunirte con abogados, y todo, y mucho más, para nada. Es desolador. Los trámites irán tomando forma y la montaña de miles de folios te sugerirá las dificultades de los alpinistas. Todo ello engrosa un manual, un protocolo de procedimientos retorcidos. Lo que se pretende es enmarañarlo todo, inventar verdades o infundios que propaguen correveidiles, denegar la práctica de toda clase de pruebas que favorecerían al expedientado, y sancionar conforme a los infundios. 




			Un expediente disciplinario termina siendo una madeja de lana sucia que teje la vida del expedientado. Si me hubiese faltado convicción, la instrucción de los casos Blesa y Banco de Miami hubiera pasado a un plano muy secundario. Pude ser más tibio, sin apenas esforzarme por conocer la realidad de lo sucedido en relación con estos asuntos. No es fácil reconocer la situación. Un juez intenta dilucidar un asunto crucial evaluando conductas de gestión bancaria en el sector financiero. Sabe que esta realidad nos quema. Los españoles necesitamos saber cómo es posible que hayamos pasado de ser un país próspero, la octava potencia económica del mundo, a convertirnos en una nación quebrada. España no era una marca, sino un país en crecimiento. Y ahora, como es propio de las marcas, vamos pasando de moda. El juez instructor, partiendo de hechos muy concretos, investiga en la gestión bancaria de Caja Madrid posibles causas de este descalabro. Pero ve su proyecto profesional truncarse por madejas de malolientes obstrucciones. Mientras tanto, nuestras instituciones se siguen deshaciendo en la podredumbre. Y los casos de corrupción van sepultando al país en la vergüenza y la indignación ciudadana. 




			En el uso del Manual de Acoso Disciplinario (MAD), el órgano que regula la carrera judicial me imputaba que no había fundamentado cuatro resoluciones judiciales. Dicto miles de providencias, autos y sentencias al año. Cuando me reprochan falta de fundamentación en cuatro de unas veinte mil resoluciones anuales, la desproporción salta a la vista. No digamos ya si se califica la supuesta infracción como falta «muy grave». Tal infracción puede conllevar, incluso, la separación del servicio, pasando por una suspensión de empleo y sueldo, o un traslado forzoso. Bajo este prisma espeluznante, todos, absolutamente todos los jueces de nuestro país seríamos expulsables de la carrera judicial. Resulta insensato concluir que en la judicatura cometemos faltas muy graves cada vez que no motivamos con suficiencia las resoluciones o cada vez que las revocan. Así, en poco tiempo nos quedaríamos sin jueces. Tal vez no sería mala idea para renovar por completo la carrera judicial. El problema es que mi expediente disciplinario no pretendía renovar nada, sino amedrentar y separarme de la instrucción de los casos Blesa y Banco de Miami. 




			



			 






			LA GESTIÓN BANCARIA: ARQUETIPOS Y VENTAJAS 




			



			 






			Torres inclinadas 




			



			 






			Nunca sabré si el ambiente enrarecido del 16 de mayo respondió a la relevancia de los hechos que se instruían. Quizá también se debiese a que los protagonistas se hallaban en un Juzgado del común. Comparecer a declarar, en calidad de posible administrador desleal de la que fue cuarta entidad financiera de España, puede carecer de proporción si en la misma sala, horas antes, se ha celebrado un juicio de faltas porque un perro mordió a una anciana. 




			Tras los ventanales de la sala de vistas de mi Juzgado se divisan las torres de Bankia. Es una presencia subliminal. En realidad son edificios inacabados. No me evocan las torres inclinadas Asinelli y Garisenda,12 que me encontraba a diario en Bolonia en los tiempos en que redactaba mi tesis, cuando pensaba que dedicarme al derecho contribuiría a mejorar la sociedad. La decadencia y la inclinación humanizan. Pero una torre alzándose hasta donde la imaginación ambiciona me parece artificioso. Cuando desde el muelle de Brooklyn he seguido la silueta de los rascacielos de Manhattan, esa dentellada con la que el skyline desafía al cielo, siempre he creído que presenciaba algo efímero. La caída de las Twin Towers me lo confirmó, por desgracia. A diferencia del Museo del Prado o Les Invalides, los rascacielos no vinieron para quedarse. No creo que vayan a desaparecer la mayoría de los edificios de la calle madrileña de Velázquez. Pero veo provisionales las torres de Bankia. Inclinadas a propósito, plasman ambiciones emergentes que pasarán. El oso de Caja Madrid se ha marchado de una de ellas, pero tal vez cuando llegó ya sabía el futuro que le aguardaba.  




			Así son los arquetipos. Transitan silentes y discretos. Apenas nos damos cuenta de que juegan a lo suyo. Mientras tanto, nosotros pensamos que jugamos a algo propio, que en realidad no nos pertenece. Éste es un serio problema que alberga la gestión de las cajas de ahorros. Caja Madrid se hundió pese a tener más de trescientos años de antigüedad y a que su logotipo quizá acogía los principales arquetipos de la capitalidad. Los gestores de las cajas no respondían ante juntas de accionistas, como sucede en los bancos. En el caso de las cajas, sus gestores se colocaban ante inmensas masas patrimoniales en régimen de posición de garante. Actuaban como la madre que vigila a su bebé de nueve meses, o como el maquinista que responde de los viajeros que lleva a su destino. Es decir, la administración de las cajas se confió a gestores. La buena administración de estas entidades era crucial. Debieron saberlo: podría exigírseles que rindieran cuentas en cualquier momento. 




			



			 






			Controles administrativos y facilidad para delinquir 




			



			 






			La administración autonómica se apresuró a reservarse potestades de control y supervisión sobre las cajas. El Banco de España goza de las más relevantes y exquisitas facultades de supervisión. La sociedad exige dicho control y regulación debido al interés social de las cajas. Teniendo en cuenta su dimensión histórica y social, cuesta creer que ahora mismo hable de ellas como parte de nuestro pasado.  




			Es cierto que el control imperativo de las Comunidades Autónomas no funcionó correctamente. Queda mucho por depurar en este ámbito. Mucho o todo. Ahora bien, la clara dejadez administrativa o del propio Banco de España no justifica la mala gestión. Por la misma razón que reiteradas agresiones sexuales no se disculpan porque la policía, haciendo la vista gorda, nunca vigilase los callejones donde violaban a las víctimas. 




			Es más, la ausencia material de controles agrava la responsabilidad del gestor bancario. Un directivo cualificado conoce perfectamente el negocio financiero. Imaginemos que ha procedido con la tranquilidad de que nadie le llamará la atención, aunque fuese muy desleal. Esta circunstancia, para cualquier ciudadano medio, implicará que se desvalorice más la conducta, pues el gestor se ha valido de especiales ventajas. En los sistemas jurídicos, quien delinque con superioridad o a sabiendas de la confortabilidad que las circunstancias le brindan, agrava su conducta. La sociedad, a quien roba, estafa o calumnia con «especial facilidad», bajo muy singulares ventajas, le reprueba más. Quizá porque al ciudadano medio todo le cuesta bastante esfuerzo: conseguir un trabajo, llegar por la mañana puntualmente tras sufridos atascos, acometer obras en casa mediante escasos recursos, ser atendido en la sala de urgencias de un hospital… Si este ciudadano común advierte que alguien logra todo esto sin el menor esfuerzo, y además se permite el lujo de delinquir cómodamente, entonces se desploma, se indigna, y desde luego cree que el delito se ha cometido con agravantes. 




			



			 






			CICLOS E INGRESOS EN PRISIÓN 




			



			 






			Ciclos, soledad y celos profesionales 




			



			 






			Si desde el banquillo, mientras el imputado declara, divisa el edificio donde radicaba la entidad que presidió, algo sugiere que se está cerrando un círculo. No sé si para el imputado también. Pero, para una sociedad que quiere saber qué ha ocurrido en el sector financiero español, tal circunstancia sugiere cierto recorrido que se cierra, un posible cambio de etapa.  




			Mientras no concluimos procesos, erramos ignorando por dónde deambulamos. Hasta que no culminamos períodos, no vemos el conjunto. Es paradójico porque, una vez cerrado el círculo, no hay ni principio ni fin. Cualquier punto de la circunferencia goza de sentido propio en relación con la globalidad. Finalizado un ciclo de vida, los episodios que antes parecían dispersos cobran sentido. Un relato hilvanado detenidamente, explicando el proceso crucial de una persona o un país, debe cumplir tales condiciones. Evolucionamos cerrando ciclos. La ciudadanía necesita saber qué ha sucedido en España en los últimos 15 años. ¿Cómo ha sido posible pasar de «España va bien» a la quiebra que ahora nos preside, con nuestra soberanía a merced de especuladores internacionales?13 




			El 16 de mayo de 2013, a las 10 de la mañana, un exbanquero fue citado como imputado en el caso Banco de Miami, y a la caída de la tarde ya sabía que iba a ser encarcelado. Trabajando en un órgano judicial caduco y bajo una tensión apreciable, conseguí que avanzase la instrucción de una causa cuya enorme relevancia no podía ignorar.  




			Sobre las ocho de la tarde decreté el ingreso en un centro penitenciario. No me lo esperaba. La declaración del imputado no arrojó la menor explicación consistente sobre la compra del Banco de Miami. Me vi obligado a encarcelarle. Terminado el interrogatorio, me puse a redactar el auto de prisión. Así lo exige la Ley, por complicada y extensa que pudiera ser la resolución.  




			En un juzgado de instrucción, el titular redacta estas resoluciones solo. En mi caso, desde luego, no conté con el menor auxilio. «La prisión se ha solicitado por Manos Limpias bajo fianza. No creo que sea adecuado decretarla sin fianza», fue lo único que me comentó el fiscal. El criterio no me pareció incorrecto.  




			Tal vez un juez de instrucción debiera contar con mayor apoyo. La asistencia jurídica potencial a un director General de la Administración del Estado o un fiscal jefe es desmedida. Sin embargo, cada instructor trabaja aislado en su Juzgado. No obstante, este sistema no es del todo negativo. Veo valor en que los asuntos delicados dependan de una o muy pocas personas. Se evitan filtraciones, presiones o intromisiones interesadas. Cuando el círculo de independencia no se preserve a propósito, el sistema sufrirá una crisis profunda. Hablo de una fisura clave, que provocará tarde o temprano el hundimiento.  




			Me contaron que cuando iba a ser esposado, su abogado se interpuso entre Blesa y la Guardia Civil. Quería evitar que fuese tratado como un detenido más. Para los letrados no siempre se ve clara la frontera entre defender lealmente al cliente y obstruir el funcionamiento de la Justicia. La profesión de abogado, ejercida adecuadamente, es de tal dignidad que se encuadra entre las claves de la democracia. Pero oficios tan relevantes como el de juez, letrado, periodista o fiscal, cuando se ejercen sin ecuanimidad, conducen a la subversión de los fines que los fundamentan.  




			



			 






			La foto que nadie disparó 




			



			 






			Abandoné mi despacho pasadas las nueve de la noche. Ya no había periodistas frente a mi Juzgado. El secretario judicial me comentó que algunos permanecían dispersos por el edificio. Alguien los expulsó de la planta cuarta, donde radica el Juzgado de Instrucción número 9. Se evitó que los reporteros tomasen fotos del exbanquero esposado. El juez suele ignorar estas circunstancias. Las leyes y el CGPJ nos atribuyen un poder absoluto, como si de verdad pudiésemos controlar cuanto sucede en el Juzgado. Esta perspectiva carece por completo de sentido. Es inadecuada; lo que hace es perseguir la indefensión del juez. Cuando interese perjudicar a uno que sea molesto, bastará con afinar el criterio o concretar exigencias. Será muy asequible hallar faltas contra él o apartarle. Estas situaciones son paradójicas. Significan lo contrario de lo que parecen. La regla escondida sería: «Te otorgo muchísimo poder, y así podré sancionarte, apartarte o expulsarte de la carrera judicial cuando me interese… O cuando se tercie».  




			La prensa tiene derecho a que se le brinden condiciones para informar. Esa tarde, la noticia era el encarcelamiento de un exbanquero. Pero alguien pensó que las imágenes de este suceso —quizá históricas o de cierre de ciclo— no debía verlas la sociedad española. ¿Quién inspiró esa prohibición? 




			Es curiosa la bipolaridad de nuestra libertad de expresión. A veces se utiliza para linchar a personajes incómodos. Pero cuando interesa, se reprime la libertad de los medios, por motivos de sensibilidad ñoña u otros más inconfesables. 




			



			 






			SALIDA 




			



			 






			Los reporteros me esperaban a la salida del edificio. Fue sorprendente el despliegue de medios, cómo me siguieron para obtener una buena imagen. Uno incluso cayó al suelo. Me pareció excesivo. Dadas las circunstancias, un juez sería noticia en cualquier país de nuestro entorno, pero bajo un prisma más equilibrado. Me limité a realizar el trabajo por el que me pagan. No es un acto de heroísmo ingresar a exbanqueros en prisión. Pero nuestro país presenta déficits alarmantes de legitimidad y eficacia institucional. Cuando la sociedad española cree ver conductas reveladoras de cierta mejoría institucional, reacciona sin proporción, como el sediento ante un vaso de agua en su travesía por el desierto. En este páramo castizo que atravesamos, se me ha convertido en un icono de la justicia. Pero el árbitro no debería ser noticia en las contiendas. Casi nadie sabe quién arbitró la última gran final entre los tenistas Rafael Nadal y Roger Federer. En relación con mi trabajo judicial, a nadie debería interesar mi nombre ni mi existencia.  




			Lo sucedido cuando salí a la calle ese día fue conmovedor. También me avergonzó. Este escenario no favorecería la instrucción de los dos casos relacionados con Blesa. Los mapas de la manipulación serían desenrollados. En los días posteriores, una periodista me contó: «No sé si lo sabes. Muchos de los reporteros que te aguardaban a la salida de los juzgados no ganan ni 800 euros al mes… Existen diarios en España que llevan más de seis meses sin pagar a sus empleados, y periódicos influyentes dirigidos por imputados en causas penales de resonancia».  




			No son buenos presupuestos para creer en la libertad de expresión. El ambiente laboral de nuestro periodismo aterroriza por momentos. 




			No había almorzado y, pese al cansancio, no me tocaba regresar a casa. Debía reunirme con mis abogados. Teníamos que preparar recursos, declaraciones y estrategia frente al expediente que me había incoado el Consejo. No cabe mucho análisis cuando sabes que, hagas lo que hagas, las sanciones están cantadas. Mis abogados dijeron: «Por nosotros que no quede. Pondremos en la mesa la verdad. Jugaremos nuestras cartas». No obstante, yo sabía que jugábamos con tahúres.  




			El ajedrez es un juego apasionante. En el tablero, el CGPJ no es el rey. Ni siquiera la reina. A veces no pasa de ser un peón no demasiado bien posicionado. A la hora de perjudicar a un juez, el Consejo siempre ostenta posiciones ventajosas. Sin embargo, para la justicia no pasa de ser el peón esquinado que ni al final de la partida servirá para algo. De cara al gran juego de la justicia, poco o nada de relieve universal hemos escrito los jueces españoles, y menos aún el Consejo General del Poder Judicial. Existen honrosas y muy escasas excepciones, tales como la decisión del juez de la Audiencia Nacional Baltasar Garzón —actualmente apartado de la carrera judicial por prevaricación— de enviar a prisión al exdictador chileno Augusto Pinochet Ugarte en octubre de 1998. 
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